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Advertencia legal: Este análisis sólo contiene información general y no se refiere a un supuesto en particular. Su contenido no se puede  

considerar en ningún caso recomendación o asesoramiento legal sobre cuestión alguna.

Grupo de Contratos del Sector Público
Gómez-Acebo & Pombo Abogados

Los contratos públicos de obras  
son “operaciones comerciales”  
a los efectos de las directivas europeas  
de lucha contra la morosidad

La reciente sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea de 18 de noviembre de 2020 
ha puesto de relieve que los contratos de obras se configuran como operaciones comerciales a 
los efectos definidos en el artículo 2.1 de las Directivas 2000/35/CE y 2011/7/UE, por la que se 
establecen medidas de lucha contra la morosidad en las operaciones comerciales, siendo por ello 
exigible por el contratista el abono de los intereses de demora derivados del retraso en el pago  
de las cantidades debidas por la Administración. 

La reciente Sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea de 18 de noviembre de 2020, 
C-299/20191, sienta doctrina acerca de dos cuestiones relevantes: 

—	 El reconocimiento de la verdadera naturaleza de un contrato – en este caso de obras – en 
función de su causa y verdadera prestación constitutiva del objeto del contrato, y no de su 
denominación.

—	 La aplicación de la directiva por la que se establecen medidas de lucha contra la morosidad 
en las operaciones comerciales a los contratos de que tengan por objeto la entrega de  
bienes o la prestación de servicios, con independencia de su calificación formal. 

1	 La sentencia puede leerse en el siguiente link: Asunto C-299/19. Ref.- UE106.

https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=CELEX%3A62019CJ0299&qid=1530894997466
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La sentencia trae causa de una petición de decisión prejudicial que tuvo por objeto la 
interpretación del artículo 2, punto 1, de la Directiva 2000/35/CE del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 29  de  junio de 2000, por la que se establecen medidas de lucha contra la morosi- 
dad en las operaciones comerciales2.

La controversia trae causa de un litigio surgido entre una empresa europea y un organismo público 
italiano encargado del servicio de salud pública de un ámbito territorial delimitado, en relación 
con el abono de intereses de demora sobre el importe adeudado por la ejecución de un contrato 
público que tenía por objeto la construcción de un área de quirófanos para un hospital3. 

El contrato, inicialmente calificado como un contrato de suministro, se revela sin embargo por 
su verdadera naturaleza y características esenciales, como un contrato de obras -como luego se 
verá-. Ante la demora de la Administración contratante en el abono de las cantidades debidas 
más allá de los plazos previstos por el Derecho comunitario - y por los establecidos en la propia 
normativa italiana que transpone aquélla – de manera que el contratista opta por reclamar el pago  
de los intereses correspondientes4.

El organismo público italiano opone que el contrato controvertido es un contrato de arrendamiento 
de obra que tiene por objeto la realización de una obra pública, y que no está comprendido 
en el concepto de “operaciones comerciales”, en el sentido del artículo  2, apartado  1, letra  a),  
del Decreto Legislativo n.º 231, por lo que queda fuera de su ámbito de aplicación5. 

Así las cosas, se formula como cuestión prejudicial la siguiente: ¿se opone el artículo 2, punto 1, de la 
Directiva [2000/35] a una normativa nacional, como el artículo 2, apartado 1, letra a), del Decreto 
Legislativo [n.º  231], que excluye del concepto de “operaciones comerciales” —entendido como 
aquellos contratos que “den lugar, única o principalmente, a la entrega de bienes o a la prestación 
de servicios a cambio de una contraprestación”— y, por tanto, de su ámbito de aplicación el 

2	 La Directiva 2000/35 fue derogada y sustituida por la Directiva 2011/7/UE del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 16  de  febrero de 2011, por la que se establecen medidas de lucha contra la morosidad en las 
operaciones comerciales, con efectos a partir del 16 de marzo de 2013.

3	 El 29 de abril de 2010, la ASL y Techbau celebraron un contrato público por importe de 7.487.719,49 euros, 
que tenía por objeto el suministro y montaje «llave en mano», mediante un sistema modular prefabricado, 
de un área de quirófanos para el centro hospitalario Ospedale Santo Spirito di Casale Monferrato (Hospital 
Espíritu Santo de Casale Monferrato, Italia). Eran objeto del contrato seis quirófanos dotados de espacios 
accesorios y de pasillos de comunicación, así como la ejecución de todas las obras de ingeniería civil relativas 
a las instalaciones necesarias.

4	 A pesar de que el pliego de condiciones adjunto al contrato establecía un plazo de pago de 90 días desde la 
recepción de la factura, de la resolución se desprende que la ASL abonó con importantes retrasos el importe 
de la retribución fijada en el contrato, de modo que Techbau interpuso un recurso ante el tribunal remitente 
con el fin de que se condenara a la ASL a abonarle intereses de demora por un importe de 197.008,65 euros, 
calculado al tipo establecido en el Decreto Legislativo italiano n.º 231.

5	 El artículo 2.1.a) del Decreto Legislativo n.º  231) prácticamente transcribiendo lo previsto en la Directi- 
va 2000/35/CE -Art.2-, establece:” A efectos del presente Decreto, se entenderá por “operaciones comerciales”: 
las realizadas, sea cual fuere su denominación, entre empresas o entre empresas y poderes públicos  que 
den lugar, única o principalmente, a la entrega de bienes o a la prestación de servicios a cambio de una 
contraprestación…”.
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contrato de obras (“contratto d’appalto d’opera”), con independencia de su carácter público o 
privado, y, en particular, el contrato público de obras en el sentido de la Directiva [2004/18]6?.

El Tribunal de Justicia considera: 

1.	 El contrato tenía por objeto la realización de una obra pública, con carácter oneroso, 
actuando el organismo público en calidad de poder adjudicador y el contratista en calidad de 
adjudicatario y, por tanto, de operador económico, subsumiéndose en el concepto de «contratos 
públicos» y, más concretamente, en el de «contratos públicos de obras», contemplados en la  
Directiva 2004/18, artículo 1, apartado 2, letras a) y b)7. 

2.	 Son “operaciones comerciales” en el sentido de la Directiva 2000/35, “las realizadas entre 
empresas o entre empresas y poderes públicos que den lugar a la entrega de bienes o a la 
prestación de servicios a cambio de una contraprestación», sin mencionar expresamente los 
contratos públicos de obras ni, más genéricamente, la realización de obras y sin definir los 
conceptos de «entrega de bienes» o de «prestación de servicios» que contempla”. 

3.	 Reconoce la Sentencia que el artículo 2, punto 1, párrafo primero, de la Directiva 2000/35 no 
contiene ninguna remisión expresa al Derecho de los Estados miembros para determinar su 
sentido y alcance, siendo necesario que tal disposición sea objeto, en principio, en toda la 
Unión, de una interpretación autónoma y uniforme8. 

4.	 A tal fin señala que la Directiva 2000/35 es aplicable a todos los pagos efectuados como 
contraprestación en operaciones comerciales, incluso en aquellas entre empresas y poderes 
públicos, con exclusión de las operaciones en las que intervienen consumidores y otros pagos, 
al amparo del artículo 6, apartado 3, de esta Directiva. 

5.	 El artículo 2, punto 1, párrafo primero, de la Directiva 2000/35 debe interpretarse en el sentido 
de que un contrato público de obras es una operación comercial que da lugar a la entrega de 
bienes o a la prestación de servicios, en el sentido de esta disposición, y está comprendido, 
por tanto, en el ámbito de aplicación material de la mencionada Directiva.

6	 La directiva define como “operación comercial” (artículo 2, punto 1, párrafo primero), como «las realizadas 
entre empresas o entre empresas y poderes públicos que den lugar a la entrega de bienes o a la prestación de 
servicios a cambio de una contraprestación», sin mencionar expresamente los contratos públicos de obras 
ni, más genéricamente, la realización de obras y sin definir los conceptos de «entrega de bienes» o de 
«prestación de servicios».

7	 En cuya virtud son contratos públicos de obras los contratos onerosos y celebrados por escrito entre uno o 
varios operadores económicos y uno o varios poderes adjudicadores, cuyo objeto sea la ejecución de obras, 
el suministro de productos o la prestación de servicios en el sentido de [esta] Directiva» y los «contratos 
públicos cuyo objeto sea bien la ejecución, o bien conjuntamente el proyecto y la ejecución de obras relativas 
a una de las actividades mencionadas en el anexo I o de una obra, bien la realización, por cualquier medio, 
de una obra que responda a las necesidades especificadas por el poder adjudicador».

8	 Interpretación que se aborda tomando en consideración tanto los términos de dicha disposición como el 
contexto en el que se integra y las finalidades que persigue y, en su caso, su génesis. 
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6.	 Las operaciones relativas a los contratos públicos de obras no pueden quedar fuera del 
ámbito de aplicación material de la Directiva 2000/35, concluyendo así que “el artículo 2, 
punto 1, párrafo primero, de la Directiva 2000/35/CE (…) por la que se establecen medidas de 
lucha contra la morosidad en las operaciones comerciales, debe interpretarse en el sentido 
de que un contrato público de obras es una operación comercial que da lugar a la entrega de 
bienes o a la prestación de servicios, en el sentido de esta disposición, y está comprendido, por 
tanto, en el ámbito de aplicación material de dicha Directiva».


